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No. de Referencia: 08001-23-31-000-2006-02173-01
No. Interno:0692-2010
ACTOR: ASOCIACION SINDICAL DE DOCENTES DE LAS UNIDADES 

ACADEMICAS DE LA UNIVERSIDAD DEL ATLANTICO “ASDAUA” Y OTROS.
AUTORIDADES DEPARTAMENTALES

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN “B”

CONSEJERO PONENTE: GERARDO ARENAS MONSALVE

Bogotá, D.C., dieciocho (18) de octubre de dos mil doce  (2012).
Expediente: 08001-23-31-000-2006-02173-01
Referencia: 0692-2010
Actor: ASOCIACION SINDICAL DE DOCENTES DE LAS UNIDADES ACADEMICAS DE LA UNIVERSIDAD DEL ATLANTICO –ASDAUA-, JACKELINE MARGARITA ROSALES SOTO, Y OTROS.
AUTORIDADES DEPARTAMENTALES 
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 21 de octubre de 2009, mediante la cual el Tribunal Administrativo del Atlántico, negó las pretensiones de la demanda presentada por la Asociación Sindical de Docentes de las Unidades Académicas de la Universidad del Atlántico “ASDAUA”, Jackeline Margarita Rosales Soto, Ledys del Carmen Angulo Arrieta, Julio Enrique Berrio Batista, Isabel Beatríz Cabrera de Naranjo, Miguel Leonardo Camargo Nieto, Miryam Josefa Carmona García, Mercedes del Pilar Carrillo Cantillo, Rafael Enrique Colpas Castillo, Ariagne Cueto Castillo, Oscar Gabriel de Moya Márquez, Antonio Amaury Espinosa Jiménez, Elsy Estrada Redondo, Mónica Isabel Evilla Suárez, Virginia Margarita González Olivera, Katia Margarita Jiménez Alemán, Gonzalo Prisco Molina Arrieta, Libardo Enrique Pérez Díaz, Astrid del Carmen Pernett Sanz, Donaldo Rodríguez Peinado, Inés Aminta Rodríguez Ramírez, Vilma Segura Pérez, Rubén Alfredo Seoanes Pineda, Luis Eduardo Vargas Ríos, Eliseo Viloria Vélez, Uriel Alfonso Molina Arteta, y José Rafael de Avila Cervantes contra la Universidad del Atlántico.
 ANTECEDENTES

La Asociación Sindical de Docentes de las Unidades Académicas de la Universidad del Atlántico “ASDAUA”, Jackeline Margarita Rosales Soto, y otros, en ejercicio de la acción de nulidad consagrada en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, solicitaron al Tribunal Administrativo del Atlántico la nulidad del Acuerdo No. 002 de 20 de diciembre de 2005, proferido por el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico, a través del cual se suprimió la Unidad Académica adscrita a la Facultad de Ciencias de la Educación, denominada “Instituto Pestalozzi” y los empleos docentes y administrativos de dicha dependencia.   

Los hechos de la demanda se resumen así:

.- La Universidad del Atlántico es una Institución de Educación Superior, creada por la Asamblea Departamental del Atlántico, mediante la Ordenanza No. 42 de 15 de junio de 1946.

.- Mediante Ordenanza No. 47 de 29 de Noviembre de 1963, la Asamblea Departamental del Atlántico incorporó, la Universidad Pedagógica del Caribe, a la Universidad del Atlántico, como Facultad de Ciencias de la Educación.

.-  En los términos del mandato anterior, el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico, mediante Acuerdo No. 01 de 10 de enero de 1964, aceptó la incorporación de la Universidad Pedagógica del Caribe, a la Universidad del Atlántico, como Facultad de Ciencias de la Educación.

.- El artículo 3° del Acuerdo No. 01 de 10 de enero de 1964, dispuso que “para los fines académicos y administrativos, la Facultad de Ciencias de la Educación tendrá la misma organización de las otras facultades que conforman la Universidad del Atlántico”, entre las que se cuenta la sección de Bachillerato Anexo.

.- El Instituto de Bachillerato anexo a la entonces Universidad Pedagógica del Caribe, hoy Instituto Pestalozzi, era un centro educativo de carácter oficial, con licencia de funcionamiento otorgada por el Ministerio de Educación Nacional el 11 de junio de 1960, el cual fue incorporado a la Universidad del Atlántico como Unidad Académica adscrita a la Facultad de Ciencias de la Educación, “para la práctica de los futuros profesores” de dicha facultad.
.- Mediante Resolución No 2484 de 06 de septiembre de 1966, el Ministerio de Educación Nacional, aprobó los estudios de educación normalista que se impartían en el Instituto Pestalozzi.
.- El Consejo Superior de la Universidad del Atlántico, mediante Acuerdo No. 027 de 02 de octubre de 1975, reglamentó las prácticas docentes en la Facultad de Ciencias de la Educación y designó al Instituto Pestalozzi como el escenario idóneo para la realización de  dichas prácticas, y a sus docentes como directores y supervisores de las mismas, así las cosas, el Instituto Pestalozzi hace parte integrante del programa de Licenciatura en Ciencias de la Educación en cualquier especialidad.

.- Mediante Decreto No. 142 de 5 de abril de 1985, el Gobernador del Atlántico, expidió el Estatuto General de la Universidad del Atlántico, estableciendo en el artículo 61, que “Los docentes del Instituto Pestalozzi se regirán para todos los efectos legales por las disposiciones del Decreto Extraordinario 2277 del 14 de septiembre de 1979 y las disposiciones que lo modifiquen y lo reglamenten”.
.- El Consejo Académico de la Universidad del Atlántico, profirió el Acuerdo No. 001 de 23 de junio de 2003, por el cual reglamentó la práctica profesional en las Facultades de Ciencias de la Educación y Bellas Artes,  y,  derogó el Acuerdo No. 027 de 1975, disponiendo en su artículo 15 que “El Instituto Pestalozzi funcionará como Centro Experimental Prioritario para el desarrollo del a Práctica Profesional”.
.- Mediante Acuerdo No. 016 de 16 de diciembre de 1992, el Consejo Académico de la Universidad del Atlántico, modificó la reglamentación del Departamento de Pedagogía y dispuso que “El Instituto Pestalozzi es El Centro Experimental del Departamento de Pedagogía”, es decir, dicho instituto es parte integrante del Departamento de Pedagogía de la Universidad del Atlántico.
.- El Consejo Superior de la Universidad del Atlántico, a través del Acuerdo No. 001 de 05 de febrero de 1994, por el cual se expide el Estatuto General de la Universidad del Atlántico, dispuso en su artículo 90, que “Mientras se adoptan los estatutos de estructura orgánica, de personal docente, estudiantil, de personal administrativo y del(sic)  Instituto Pestalozzi, continuarán aplicándose los estatutos y demás disposiciones que sobre la misma materia se encuentren vigentes”.
.- En el artículo 23 del Acuerdo 001 de 1994, se previó: “Corresponde al Consejo Académico, en concordancia con las políticas trazadas por el Consejo Superior, (…) b. Emitir concepto previo sobre la creación, modificación o supresión de dependencias, facultades, unidades u organizaciones institucionales, para el desarrollo de programas académicos, investigativos y de extensión, de conformidad con las disposiciones legales”.

.- Mediante los Acuerdos Nos. 000005 y 000006 de 24 de enero de 1996, proferidos por el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico, se adoptó la planta de personal docente del Instituto Pestalozzi y las asignaciones civiles de dicho  personal, respectivamente, estableciendo las siguientes categorías: primera especial, primera categoría y segunda categoría. Dichos Acuerdos fueron ratificados por  los Acuerdos 005 y 006 de 27 de enero de 2003.
.- El Consejo Superior de la Universidad del Atlántico, profirió el Acuerdo No. 001 de 30 de enero de 1997, mediante el cual adoptó el Estatuto del Profesor Universitario de la UDEA.  Sostienen los demandantes, que la Universidad nunca expidió el Estatuto del Instituto Pestalozzi, razón por la cual, los docentes de dicha unidad académica siguen rigiéndose por las normas especiales del Estatuto Docente, o Decreto 2277 de 1979, lo cual significa que la simple acreditación de la idoneidad profesional como docente, la inscripción en el Escalafón Docente de la Universidad del Atlántico y en el Escalafón Nacional Docente, y el hecho del nombramiento y la posesión en un cargo de la planta de personal de la entidad, con la respectiva disponibilidad presupuestal, le dan a los docentes del Instituto Pestalozzi el estatus de educadores oficiales, y, en consecuencia, la titularidad de los derechos consagrados en dicho régimen especial.

.- El Consejo Superior de la Universidad del Atlántico expidió el Acuerdo 002 de 20 de diciembre de 2005, por el cual, entre otras disposiciones, suprimió el “Instituto Pestalozzi” y los cargos o empleos adscritos a la estructura de personal de dicha dependencia. 
NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Como normas violadas se citan en la demanda las siguientes: 

De la Constitución Política, los artículos 1, 2, 5, 13, 25, 29, 53, 58, 69, 121, 123, 124 y 125.
De orden legal.

Ley 30 de 1992, artículos 28, 66 y 70.

Ley 115 de 1994, artículos 105, 106, 107, 112 y 115.

Ley 996 de 2005, artículo 38.

Decreto 2277 de 1979, artículos 3, 26, 28, 31, 60 y 68.
Decreto 2566 de 10 de septiembre de 2003, articulo 10.

Decreto 1860 de 03 de agosto de 1994, artículo 13.

Decreto 180 de 22 de enero de 1982, artículo 5.

Decreto 0709 de 17 de abril de 1996, artículos 2, 4 y 5.

Decreto 272 de 11 de febrero de 1998, artículos 5 y 6.

De Orden Administrativo. 
Ordenanza No. 42 de 15 de julio de 1946, artículo 5.
Ordenanza No. 47 de 1963, artículo 1.

Acuerdos del Consejo Superior de la Universidad del Atlántico Nos. 01 de 1964, artículo 2; 027 de 02 de octubre de 1975, artículo 9, 13 numeral 2°, 18 y 22; 001 de 1992, artículos 3, 6, 8, 11, 13 y 25; 016 de 1992, artículos 6, 7 y 16; 001 de 1994 (Estatuto General de la UDEA), artículos 25, 27, 28 y 29; 001 de 1997, artículos 2, 7 literal b), 9 y 10; 002 de 20 de diciembre de 2005, artículo 5. 
Al explicar el concepto de violación, se exponen los siguientes cargos tendientes a desvirtuar la legalidad de la norma demandada:

.- Expedición Irregular y Violación del Debido Proceso.
En concreto, afirma la parte actora que  el Acuerdo No. 002 de 20 de diciembre de 2005, incurrió en el vicio de expedición irregular, toda vez que se expidió sin mediar el concepto previo del Consejo Académico de dicha Institución de Educación Superior, conforme lo ordena el  literal b) del artículo 23 del  Acuerdo Superior No. 001 de 25 de febrero de 1994, o Estatuto General de la Universidad, que consagra: “Corresponde al Consejo Académico, en concordancia con las políticas trazadas por el Consejo Superior, (…) b. Emitir concepto previo sobre la creación, modificación o supresión de dependencias, facultades, unidades u organizaciones institucionales, para el desarrollo de programas académicos, investigativos y de extensión, de conformidad con las disposiciones legales”.

La falta de dicha formalidad sustancial, previa a la expedición del acto administrativo, configura un vicio  de nulidad ostensible por la simple confrontación entre el texto del Estatuto General de la Universidad y el Acuerdo acusado,  y una vulneración del artículo 29 constitucional que consagra el  debido proceso.  
.- Falsa Motivación por Error en la Constatación de los Hechos.

Plantea la parte actora que el Acuerdo No. 002 de 2005, adolece de falsa motivación por error en la constatación de los hechos, como lo evidencia en su considerando 7, al expresar: “Una de las propuestas para sanear la Universidad y disminuir su crisis financiera, aprobada por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, es suprimir la dependencia Instituto Pestalozzi de la Universidad del Atlántico, y buscar la transferencia del servicio educativo a su cargo al Distrito de Barranquilla”,  toda vez que no se esgrime prueba alguna que acredite que el Instituto Pestalozzi es la causa de la crisis financiera por la que atraviesa la Universidad, tampoco se cuantifican los costos que representan el pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones con ocasión de la decisión de suprimir dicha dependencia, ni la cifra que se ahorraría con la supresión.

Manifestó que no es cierto que con la supresión ordenada se conjura la crisis financiera, toda vez que la Universidad, al mismo tiempo contrató 352 docentes catedráticos para sus facultades de Educación, Bellas Artes, Ciencias Básicas, Química y Farmacia, Ingenierías, Nutrición y Dietética, Ciencias Económicas, Ciencias Humanas y Ciencias Jurídicas, por valor de $ 932’662.955, cuando la austeridad aconseja que esa necesidad de servicio ha debido satisfacerse con la reubicación de los docentes del Pestalozzi, conforme lo ordena el artículo 5° del Acuerdo 01 de 2005 demandado.

Continúa sosteniendo que las consideraciones 9 y 17 del mencionado Acuerdo reflejan un error  en la constatación de los hechos relacionados con la naturaleza académica del Instituto Pestalozzi y su inscripción en el marco de la misión de la Universidad del Atlántico, por lo siguiente: 
a) El Instituto Pestalozzi no es simplemente una Institución de Educación Básica y Media, como se afirma en el acuerdo acusado, sino que además es una Unidad Académica, adscrita a la Facultad de Ciencias de la Educación de la Universidad del Atlántico, que presta, entre otros, los servicios educativos de docencia, investigación pedagógica y extensión, a través de la práctica pedagógica profesional a estudiantes de la facultad de  Ciencias de la Educación, por lo tanto, es un Laboratorio Pedagógico que se inscribe  en el marco de la visión y misión de la Universidad.

b) La naturaleza de Laboratorio Pedagógico del Instituto Pestalozzi fluye del texto de la Ordenanza No. 047 de 1963.

c) La incorporación del mencionado instituto a la Universidad, fue realizada mediante Acuerdo 01 de 10 de enero de 1964, expedido por el Consejo Superior, formando parte del Departamento de Pedagogía.

d) Lo anterior encuentra soporte en los Acuerdos Superiores Nos. 027 de 2 de octubre de 1975, 001 de 23 de junio de 1992 y 016 de 16 de diciembre de 1992.

e) El acto acusado viola el artículo 10 del Decreto 2566 de 10 de septiembre de 2003, por cuanto el programa de Licenciatura de Ciencias de la Educación debe garantizar a los estudiantes y profesores, condiciones que favorezcan un acceso permanente a la formación, experimentación y práctica profesional necesarias para adelantar procesos de investigación, docencia y proyección social, para lo cual deben disponer, entre otras cosas, de “condiciones logísticas e institucionales suficientes para el desarrollo de las prácticas profesionales, en los casos en los que se requiera”, “Laboratorios y Talleres cuando se requieran”.

f) Al considerar que el Instituto Pestalozzi no se encuentra dentro del marco de la misión y giro ordinario de la Universidad, se altera la verdad sobre la naturaleza y funciones de dicho Instituto como Unidad Académica de la Facultad de Ciencias de la Educación y Laboratorio Pedagógico de prácticas docentes y administrativas. 
Finalmente, en el considerando 21 del Acuerdo 002 de 20 de diciembre de 2005, se expresa que para efectos de la liquidación de las prestaciones sociales del personal del Instituto Pestalozzi se tendrá en cuenta que tienen un vínculo legal y reglamentario. Afirma la parte actora que la anterior consideración es cierta en cuanto a la calidad del vínculo legal y reglamentario de los docentes, pero no, en cuanto a que deban ser retirados de la institución, toda vez que por su condición de docentes oficiales, su vínculo  laboral solo se puede dar por terminado en la medida en que sean excluidos del escalafón docente, o estén incursos en alguna de las causales de retiro del servicio contempladas en el artículo 68 del Decreto 2277 de 1979, eventos que no se configuran.
.- Violación de la Ley 996 de 2005 o Ley de Garantías Electorales.

Se afirma en la demanda que el Acuerdo 002 de 20 de diciembre de 2005 es abiertamente contrario al inciso cuarto del parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005, o ley de garantías electorales, toda vez que, según dicha norma, la nómina del respectivo ente territorial no se podía modificar dentro de los cuatro meses anteriores a las elecciones a cargos de elección popular, salvo las excepciones legales. Sostiene que las desvinculaciones derivadas del Acuerdo No 002 de 20 de diciembre de 2005 fueron producidas dentro del plazo de la restricción (24 noviembre de 2005 al 11 de marzo de 2006), incurriendo con ello, en violación directa del estatuto de garantías electorales, violación del debido proceso, derecho de defensa, contradicción y trabajo.

.- Violación Directa de la Ley.

Se concreta el cargo en que, de acuerdo con los artículos 3, 26, 28, 31, 60 y 68 del Decreto 2277 de 14 de septiembre de 1979, los docentes  oficiales gozan de estabilidad  laboral, y por ende, solo podrán ser retirados del servicio por las causales legalmente establecidas.

SUSPENSIÓN PROVISIONAL

Con la demanda, la parte actora solicitó la suspensión provisional del Acuerdo No. 002 de 20 de diciembre de 2005, por considerar que el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico expidió dicho acto sin que hubiera mediado concepto previo del Consejo Académico, de acuerdo con lo establecido con el artículo 23 literal b) del Estatuto General de la Universidad. Igualmente, se afirma que dicho acto administrativo afecta las apropiaciones presupuestales de la Universidad, por cuanto suprimió 43 cargos de docentes de tiempo completo, 40 de tiempo parcial y 17 administrativo, cuyos titulares fueron desvinculados, sin existir prueba de la disponibilidad y registro presupuestal, violando el artículo 345 de la Constitución y 71 del Decreto 111 de 1996. 
Mediante auto de 05 de febrero de 2007, el Tribunal Administrativo del Atlántico  admitió la demanda y se abstuvo de decretar la suspensión provisional de la norma demandada, con el siguiente argumento (fls. 328 a 331):

Sostuvo que al entrar a estudiar la solicitud de suspensión provisional del acto demandado, ésta no cumple con el requisito establecido en el numeral 2° del artículo 152 del C.C.A., toda vez que mediante confrontación directa entre el acto acusado y las normas superiores, no se puede inferir una manifiesta violación de las disposiciones que se estiman vulneradas. Lo anterior, porque para llegar a concluir que existe violación, se hace necesario realizar una serie de operaciones inteligibles que no corresponden a dicha etapa procesal.

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

El Tribunal consideró que no se había contestado la demanda por parte de la Universidad del Atlántico, porque el apoderado judicial de dicho ente universitario no realizó la correspondiente presentación personal del poder otorgado (fls. 357 a 359), decisión que una vez impugnada, fue confirmada mediante auto de 24 de octubre de 2007 (fls. 370 a 375).

LA SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo del Atlántico, en  sentencia de  21 de octubre de 2009, negó las pretensiones de la demanda con los siguientes argumentos (fls. 743 a 761):

Sostuvo que la decisión de suprimir de la organización administrativa de la Universidad del Atlántico al Instituto Pestalozzi, fue una medida adoptada por el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico en aplicación de la Ley 550 de 1999, a la cual se acogió en razón de la grave crisis financiera afrontada,  que contó con la aprobación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, por lo que no podría tornarse en ilegal tal medida en el evento de no haberse emitido concepto previo para ello por parte del Consejo Académico.
En lo atinente al cargo formulado en contra del considerando No. 7 del acto acusado, expresó que del texto del mismo se deduce directamente que la decisión de suprimir el Instituto Pestalozzi traería consigo un ahorro considerable para la Universidad del Atlántico, en tanto plantea que los gastos de sostenimiento del mismo sean transferidos al Distrito de Barranquilla.

Con respecto a los actos de nombramientos de los docentes, señaló que se trata de nombramientos a término definido de Docentes Horas Cátedra, cuyas condiciones salariales y prestacionales se rigen por las reglas contractuales que en cada caso se convengan, por lo que no pertenecen a la carrera docente de la Universidad del Atlántico, así las cosas, los nombramientos efectuados bajo tales condiciones, es decir, de manera temporal y cuya remuneración se establece por horas laboradas, no representan mayores gastos que los que conllevaría la vinculación de los docentes inscritos en carrera que prestaban sus servicios al Instituto  Pestalozzi, por lo que aquél hecho no desvirtúa la necesidad de las medidas de austeridad tomadas por la Universidad.
En relación a los cargos de nulidad contra los considerandos 9° y 17° del acto demandado, afirmó que no resulta probada la acusación planteada, máxime cuando de lo allí manifestado no se deriva lo afirmado por el actor, esto es, que el Instituto Pestalozzi no se encuentra dentro del marco de la misión de la Universidad del Atlántico. 

Frente al cargo contra el considerando 21°, manifestó que la supresión de cargos se constituye en una causal de retiro del servicio del personal vinculado legal y reglamentariamente, debidamente consagrada en la Constitución y la Ley, por lo que la decisión tomada por la Universidad del Atlántico de suprimir los cargos o empleos públicos adscritos a la estructura de personal de la misma, incorporados a la dependencia “Instituto Pestalozzi”, en virtud de la supresión del mismo, no puede tomarse como una medida ilegal como lo pretende hacer ver el demandante.

En cuanto al cargo de violación del artículo 10 del Decreto 2566 de 10 de septiembre de 2003, sostuvo que de conformidad con el acto acusado, la supresión del Instituto Pestalozzi de la estructura administrativa de la Universidad no se dispuso con miras a que los servicios educativos que dicho instituto presta desaparezcan, sino para que los mismos sean asumidos por el Distrito de Barranquilla.

Sobre el cargo de violación del artículo 38 de la Ley 998 de 2005, manifestó que el incumplimiento por parte del nominador de lo consagrado en dicha disposición, trae consigo las consecuencias específicamente consagradas en el artículo 40 de la Ley 996 de 2005, sin que de ello se derive igualmente la ilegalidad del acto modificatorio de la planta de personal, que sólo podría declararse en tanto sea inobservado un presupuesto que influya directamente sobre la validez o perfeccionamiento de un acto de supresión.

En cuanto el cargo de violación del Decreto 2277 de 1979, señaló que el hecho de que los docentes cuyos cargos fueron suprimidos mediante el acto acusado se encontraran inscritos en el escalafón docente universitario, no les confería un estatus de estabilidad absoluta al punto de desconocer que la medida de supresión de cargos por motivos de interés general se encuentra debidamente consagrada  en la constitución y la ley, y se constituye en una causal valedera de retiro del servicio.
EL RECURSO DE APELACIÓN

La parte demandante interpuso recurso de apelación con base en los siguientes argumentos que se sintetizan a continuación (fls. 763 a 777):

Como motivos de censura plantea en primer lugar que el Tribunal faltó al deber de motivar la sentencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 170 del C.C.A., toda vez que omitió realizar un análisis de los fundamentos fácticos, jurídicos y probatorios expuestos en la demanda como sustento de los cargos de nulidad endilgados.

Así pues, con relación al cargo de Expedición Irregular y Violación al Debido Proceso, adujo que el hecho de que la Universidad del Atlántico se hubiera acogido a la Ley 550 de 1999 no la relevaba del deber funcional de cumplir el debido proceso, es decir, de acatar las preceptivas del artículo 23 literal b) del Estatuto General de la Universidad del Atlántico o Acuerdo 001 de 1994, que exigía el concepto previo y favorable del Consejo Académico para la supresión del Instituto Pestalozzi, para lo cual reiteró los argumentos expuestos en el concepto de violación.
Con respecto al cargo de Falsa Motivación por error en la constatación de los hechos, aseguró que el a quo lo desató sin ningún análisis valorativo de las pruebas que militan en el expediente; al respecto, indicó que el Tribunal privó a las partes de conocer los motivos que condujeron a la decisión de negar el cargo de falsa motivación, toda  vez que se  limitó a transcribir el considerando 7° y a concluir que del mismo se deduce que  la supresión traería consigo un ahorro de los gastos que representa el sostenimiento del Instituto Pestalozzi, sin cuantificar los costos del ahorro. Sostuvo además, que el fallo guardó silencio sobre la naturaleza jurídica de los cargos de los docentes que prestaban sus servicios a la Universidad del Atlántico en el Instituto Pestalozzi.
Igual planteamiento esbozó respecto del análisis realizado frente a los considerandos  9 y 17 del acto acusado. 
En cuanto al cargo de violación de la Ley 996 de 2005 o Ley de Garantías Electorales sostuvo que en las argumentaciones elaboradas por el a quo hay ausencia absoluta de análisis de los fundamentos fácticos, jurídicos y probatorios del cargo y no se sienta ninguna tesis de la cual se derive en sana lógica la conclusión a que se arriba. Así las cosas, concluye que en criterio del Tribunal, la simple descripción de una falta disciplinaria por el incumplimiento del artículo 38 de la Ley 996 de 2005, purga la ilegalidad del acto demandado, lo cual considera una apreciación que resulta absurda y carente de toda lógica jurídica. 
Por último, sobre la causal de Violación Directa de la Ley, adujo que éste fue  resuelto sin ningún análisis de sus soportes fácticos, jurídicos y probatorios, toda vez que la jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Constitucional, ha enseñado que los docentes inscritos en el escalafón de carrera administrativa, por la naturaleza del servicio que prestan, se les garantiza su estabilidad laboral, en el sentido que no se les puede desvincular laboralmente si en forma previa no se ha demostrado la existencia de alguna de las causales de retiro como son la exclusión del escalafón docente por mala conducta (sanción disciplinaria de destitución), ineficacia comprobada y la edad de retiro forzoso, circunstancias fácticas que en el caso bajo examen no han ocurrido. Aunado a lo anterior, indicó que la Universidad del Atlántico no ha sido sometida a ningún proceso de liquidación,  y,  mientras por una parte se desvinculó a los docentes del Instituto Pestalozzi, por otra en forma simultánea se contrató a personal docente para su misma  planta de personal, lo que el a quo justifica sin argumento alguno como una reducción de costos.
ALEGATOS DE CONCLUSION 

.- Parte Demandante: En esta oportunidad, la parte actora reiteró los argumentos esbozados en el recurso de apelación (fls. 919 a 926).
.- Parte Demandada. La Universidad del Atlántico  presentó alegatos de conclusión con los siguientes argumentos: (fls. 903 a 906).

En síntesis, consideró que la demanda incurre en error de derecho al valorar como formalidad sustancial el concepto previo del Consejo Académico establecido en el artículo 23 del Estatuto General de la Universidad, siendo que ello nada tiene que ver con la imperatividad de aplicar la Constitución y la Ley en la prestación del servicio de educación básica secundaria a cargo de los Distritos y Municipios. Al respecto, manifestó que  la parte actora yerra al conferir una naturaleza impropia a las funciones del Consejo Académico, por demás excluyente de las funciones que legítimamente se atribuyen al órgano máximo dotado de competencia jurídico-administrativa en la Universidad como lo es el Consejo Superior, con fundamento en el artículo 65 literal b) de la Ley 30 de 1992. En tal sentido, continuó afirmando que las competencias del Consejo Académico en estas materias no son sustanciales ni apropiadas porque no inciden ni cambian el sentido y alcance de la decisión de reestructurar administrativamente a la Universidad en cumplimiento de imperativos mandatos constitucionales y legales que adscriben la prestación del servicio educativo de bachillerato a los distritos y municipios. Por último, indicó que el Consejo Superior tiene exclusivamente, sin interferencia del Consejo Académico, la facultad de identificar la presencia de un tema jurídico-administrativo, como la indebida prestación de un servicio de educación básica secundaria por la Universidad cuyo ámbito se contrae exclusivamente a la educación superior, para lo cual no se requiere que el Consejo Académico sea quien determine si la Universidad está dotada de competencias administrativas para actuar prestando un servicio prohibido por el artículo 1 de la Ley 30 de 1992, en cuanto no corresponde a la educación superior, de una parte, y de otra, para comprender que el principio de legalidad se impone en todos los casos de la función pública, acorde con lo establecido en los artículos 6 y 122 de la Constitución Política.

Por otra parte, adujo que se incurrió en un error mecanográfico en el párrafo final del escrito presentado  el 17 de junio de 2010, el cual solicita no tener en cuenta.    

El Ministerio Público guardó silencio.
CONSIDERACIONES

Como no se evidencia causal que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir previas las siguientes consideraciones. 

1.- El problema jurídico

En los términos del recurso de apelación interpuesto por la parte actora,  corresponde a la Sala determinar si el Acuerdo No. 002 de 20 de diciembre de 2005, proferido por el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico, “por el cual se suprime una dependencia de la estructura”,  se encuentra viciado de nulidad por incurrir en las causales de “Expedición Irregular”, “Violación al Debido Proceso”, “Falsa Motivación por error en la constatación de los hechos”, y “Violación del artículo 38 de la Ley 996 de 2005, y los artículos 3, 26, 28, 31, 60 y 68 del Decreto 2277 de 14 de septiembre de 1979”. 
2. Del acto acusado

Se trata del Acuerdo No. 002 de 20 de diciembre de 2005, que dispuso:

“ACUERDO SUPERIOR No. 002

(Diciembre 20 de 2005)

“Por el cual se suprime una dependencia de la estructura administrativa de la Universidad del Atlántico”.

EL CONSEJO SUPERIOR DE LA UNIVERSIDAD DEL ATLÁNTICO

En orden a la aplicación de la Ley 550 de 1999 y la autorización impartida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público el 2 de marzo de 2005, y en ejercicio de sus facultades constitucionales, legales, estatutarias, y

CONSIDERANDO QUE:

La Universidad del Atlántico afronta una grave crisis financiera originada fundamentalmente por el desproporcionado crecimiento de su pasivo pensional, que debe ser atendido por a Universidad con los escasos ingresos propios que genera.

La Universidad del Atlántico es una institución pública de buen nivel académico, concentrada en los estratos más pobres de la población y con costos operativos razonables, que requiere con urgencia encontrar alternativas de solución para su crítica situación financiera.

Las leyes 716 de 2000, 901 de 2004 y 863 de 2004, regulan el saneamiento contable de las entidades públicas, cuyo plazo vence el próximo 31 de diciembre de 2005.

La Ley 550 de 1999, al igual que la Ley 922 de 2004, prevén dentro de la autonomía de las universidades del orden nacional territorial, acogerse al régimen que promueva y facilite  su reactivación empresarial y su reestructuración para asegurar su función social.
El Consejo Superior de la Universidad del Atlántico, en sesión del 15 de noviembre de 2004, ante la imposibilidad de seguir acumulando pasivos, autorizó al rector de la misma para que la Institución se acogiera a la Ley 550 de 1999, lo cual fue aprobado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público el 2 de marzo de 2005. 

Dentro del Plan de Saneamiento de la Universidad del Atlántico se propone adelantar un grupo integrado de acciones que desde el punto de vista operativo buscan aumentar ingresos y reducir costos; en materia pensional lograr por la vía administrativa y contenciosa la reducción de mesadas, y utilizar de manera eficiente los recursos a disposición  de la Universidad, mediante la venta de activos no relacionados con su misión.

Una de las propuestas para sanear la Universidad y disminuir su crisis financiera, aprobada por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, es suprimir la dependencia Instituto Pestalozzi de la Universidad del Atlántico, y buscar la transferencia del servicio público educativo a su cargo al Distrito de Barranquilla.

Para alcanzar dicho objetivo es menester la acción coordinada de la Universidad del Atlántico, de los Ministerios de Educación y de Hacienda y Crédito Público, la Gobernación del Atlántico y del Distrito de Barranquilla, para lograr que durante la vigencia de 2006 se continúe prestando este servicio público educativo a través del Distrito de Barranquilla.

El Instituto Pestalozzi es un establecimiento educativo dependiente de la Universidad del Atlántico, con licencia de funcionamiento expedida el 11 de junio de 1960, que presta el servicio educativo  en los niveles de básica secundaria y media en las jornadas diurna, vespertina y de acuerdo a lo establecido en el Decreto 3011 de 1977, que se refiere a la educación para adultos, en la jornada nocturna.

La Universidad del Atlántico, como ente universitario que es, de conformidad con el artículo 69 de la Constitución Política, goza de autonomía administrativa y con la finalidad de reducir costos, decide modificar su estructura suprimiendo la dependencia Instituto Pestalozzi, gestionando el traslado de la prestación de este servicio educativo al Distrito de Barranquilla.

La Ley 115 de 1994 en su artículo 138, establece los requisitos que deben reunir los establecimientos educativos.

La Ley 715 de 2001 regula el Sistema General de Participaciones de los departamentos, distritos y municipios, asignando a los entes territoriales distritales la competencia para dirigir, administrar, planificar y prestar el servicio educativo en los niveles de Preescolar, Básica y Media y proveer los recursos para financiar adecuadamente su prestación.

Mediante el Acto legislativo No. 001 del 30 de Julio de 2001 se creó el Sistema General de Participaciones de los departamentos, distritos y municipios.

Los recursos del Sistema General de Participaciones de los departamentos, distritos y municipios se destinarán a la financiación de los servicios a su cargo, dándole prioridad al servicio de salud y los servicios de educación preescolar, primaria, secundaria y media, garantizando la prestación de los servicios y la ampliación de cobertura y correspondiéndole al legislador regular lo pertinente.

El parágrafo 1° del Artículo 9° de la Ley 715 de 2001, establece que por motivos de utilidad pública o interés social, las instituciones educativas departamentales que funcionan en los distritos o municipios certificados, serán administradas por los distritos y municipios certificados.

La educación es un derecho fundamental del individuo, normado en el artículo 44 de la Constitución Política, y de igual manera, en el artículo 67 se determina que la Educación es un derecho de las personas y un servicio público que cumple una función social.

Las entidades territoriales, como ejecutoras de las acciones en materia social, tienen la atribución de organizar el servicio educativo básico de primaria y secundaria, con el objeto de garantizar el ingreso, la permanencia, atención y formación de estudiantes, prioritariamente a los niños y jóvenes de estratos socio-económicos más pobres, de acuerdo con la ley.

La responsabilidad directa de la prestación del servicio educativo a nivel distrital, corresponde al distrito, y en los casos municipales, a los municipios, de acuerdo con la Constitución y la Ley.

El Consejo Superior de la Universidad del Atlántico valora las circunstancias de orden jurídico relativas a la misión de la Universidad y a su giro ordinario de acciones educativas, como centro de estudios superiores, regido por la Ley 30 de 1992, y habida cuenta que la dependencia Instituto Pestalozzi no se encuentra dentro de ese marco, considera necesario transferir al distrito de Barranquilla esa función pública educativa.

La Universidad del Atlántico atenderá todas las situaciones administrativas laborales del conjunto de servidores públicos que estuvieron adscritos a la estructura de personal, hasta el momento de la supresión, es decir, hasta el 31 de Diciembre del año 2005.

La Universidad del Atlántico propondrá al Distrito de Barranquilla, celebrar un contrato de arrendamiento para el uso y goce del inmueble donde funciona en la actualidad el Instituto Pestalozzi, al igual que la logística de elementos materiales, idóneos y útiles para el ejercicio docente y administrativo necesario para prestar la función educativa.

Como resultado de la terminación del vínculo laboral de quienes prestan sus servicios en el Instituto Pestalozzi, corresponde a la Rectoría de la Universidad del Atlántico establecer la situación jurídica de cada uno de los afectados con la supresión ordenada, así como liquidar y  pagar la totalidad de las prestaciones que adeude a cada uno de los servidores públicos del Instituto Pestalozzi a 31 de diciembre de 2005.

Para efecto de la liquidación de las prestaciones sociales del personal que viene prestando sus servicios al Instituto Pestalozzi, se debe tener en cuenta que tienen un vínculo legal y reglamentario, y en consecuencia se aplican las normas vigentes sobre la materia.

Existe apropiación en el Presupuesto de Ingresos de la Universidad del Atlántico para la vigencia fiscal de 2005, destinada a la atención de los gastos que generará la ejecución del presente Acuerdo Superior.

En mérito de lo expuesto, 

ACUERDA:

ARTÍCULO PRIMERO: Suprímase de la organización administrativa de la Universidad del Atlántico, la dependencia denominada “Instituto Pestalozzi”.

ARTÍCULO SEGUNDO: Como consecuencia de la supresión ordenada, el servicio educativo prestado a través de la citada dependencia en los niveles de enseñanza básica secundaria y media, no estará a cargo de la Universidad del Atlántico a partir del 1° de enero de 2006.

ARTÍCULO TERCERO: En armonía con lo ordenado en el artículo anterior, y por disposición de la Constitución y de la ley, corresponde a la Rectoría de la Universidad del Atlántico realizar todas las actividades necesarias encaminadas a efectuar la entrega de la función pública educativa, para lo cual el rector y demás autoridades administrativas de la Universidad, elaborarán y tramitarán los actos y contratos correspondientes.

ARTÍCULO CUARTO: En virtud de la supresión del Instituto Pestalozzi de la organización administrativa de la Universidad del Atlántico, suprímanse los cargos o empleos públicos adscritos a la estructura de personal de la Institución que se encuentran incorporados a la dependencia “Instituto Pestalozzi”, que corresponden a la siguiente descripción:

. Cuarenta y tres (43) cargos docentes de tiempo completo

. Cuarenta (40) cargos docentes de tiempo parcial

. Diecisiete (17) cargos administrativos

ARTÍCULO QUINTO: La Rectoría realizará las gestiones y actuaciones administrativas que correspondan en el marco de sus competencias, para dar cumplimiento a las disposiciones del presente Acuerdo Superior, y en igualdad de condiciones valorará las circunstancias de las personas que ocupan los cargos suprimidos, en orden a cubrir las necesidades del servicio docente en la Universidad del Atlántico, con sujeción a las normas legales, estatutarias y reglamentarias vigentes. 

PUBLIQUESE y CÚMPLASE.

Dado en Barranquilla D.E.I.P. a los veinte (20) días del mes de diciembre de 2005.

CARLOS RODADO NORIEGA              IVAN GUTIERREZ FONTALVO

Presidente                                              Secretario”
3. Hechos Probados 
A continuación, la Sala pone de presente la siguiente relación fáctica que precedió a la expedición del acto administrativo demandado:

.- La Universidad del Atlántico fue creada mediante la Ordenanza No. 042 de 15 de junio de 1946, expedida por la Asamblea Departamental del Atlántico, en  reemplazo de la Institución Politécnica del Caribe, incorporando dentro de la  nueva estructura los siguientes establecimientos oficiales: a) El Instituto de Tecnología, b) La Escuela Industrial del Atlántico, c) La Escuela de Bellas Artes, y d) El Castillo de Salgar (fls. 65 a 68).

.- Posteriormente, mediante la Ordenanza No. 47 de noviembre 29 de 1963, expedida por la Asamblea Departamental del Atlántico, se ordenó la incorporación de la Universidad Pedagógica del Caribe a la Universidad del Atlántico como Facultad de Ciencias de la Educación, con todas sus dependencias, dentro de ellas el Instituto de Bachillerato Anexo, para práctica de los futuros docentes, el personal docente, dicente y administrativo (fls. 70 y 71), dicha incorporación fue aceptada por la Universidad del Atlántico mediante Acuerdo 01 del 10 d enero de 1964 (fls. 73 y 74).  

.- El Ministerio de Educación Nacional, a través de Resolución No. 2484 de 1966, aprobó los Estudios de Educación Normalista realizados en el Instituto Pestalozzi, establecimiento mixto de propiedad de la Universidad del Atlántico (fls. 75).

.- El Consejo Directivo de la Universidad del Atlántico, mediante Acuerdo No. 027 de 2 de octubre de 1975, reglamentó las prácticas docentes en la Facultad de Ciencias de la Educación, como requisito indispensable para optar el título de Licenciado en Ciencias de la Educación, las cuales serían realizadas en el Instituto Pestalozzi de la Universidad del Atlántico,  y en caso de resultar insuficientes los cursos de dicho instituto, en otra Institución afiliada previamente a la Facultad por el Consejo de Prácticas, previo el cumplimiento de los requisitos establecidos (fls. 76 a 82). 

.- El reglamento anterior, fue modificado mediante Acuerdo No. 001 de 23 de junio de 1992 por el Consejo Académico de la Universidad del Atlántico,  que en su artículo 24 dispuso: “Los centros de práctica son los diversos establecimientos educativos de carácter oficial, ubicados en la ciudad de Barranquilla y su área metropolitana, seleccionados previamente, con los cuales se establecerán convenios”; artículo 25: “El Instituto Pestalozzi funcionará como Centro experimental prioritario para el desarrollo de la práctica profesional”, y se contempló la posibilidad de afiliar centros de carácter privado para la realización de la práctica integral en el artículo 26 (fls. 106 a 114).

.- A través del Acuerdo No. 016 de 16 de diciembre de 1992, proferido por el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico, se reformó la reglamentación del Departamento de Pedagogía, como Unidad Académica adscrita  a la Facultad de Ciencias de la Educación y se estableció su estructura. Para tal efecto, se estableció como Unidad de Apoyo, al Instituto Pestalozzi, entre otros centros experimentales de niveles diferentes. (fls. 115 a 121).

.- Mediante Acuerdo No. 001 de febrero 25 de 1994, el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico, en uso de sus facultades conferidas en el literal d) del artículo 65 de la Ley 30 de 28 de diciembre de 1992, expidió el Estatuto General de la Universidad del Atlántico (fls. 124 a 159).

.- El Consejo Superior de la Universidad del Atlántico, mediante Acuerdo No. 002 de 20 de diciembre de 2005,  suprimió de su organización administrativa, la dependencia denominada “Instituto Pestalozzi” (fls. 58 a 63).

Las razones que sustentaron la decisión del Consejo Superior de la Universidad del Atlántico, de suprimir de la organización administrativa de la Universidad, la dependencia denominada “Instituto Pestalozzi”, fueron consignadas en la motivación del Acuerdo No. 002 de 2005 y se relacionan con la “grave crisis financiera originada  fundamentalmente por el desproporcionado crecimiento de su pasivo pensional” y el plan de saneamiento adoptado en cumplimiento de la Ley 550 de 1999, para promover y facilitar su reactivación empresarial y su reestructuración para asegurar su función social.

Al respecto, consideró el ente universitario que una de las propuestas para sanear la Universidad y disminuir su crisis financiera, aprobada por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, era suprimir el Instituto Pestalozzi de la Universidad del Atlántico, y buscar la transferencia del servicio público educativo a su cargo al Distrito de Barranquilla, mediante la acción coordinada con los Ministerios de Educación y de Hacienda, y la Gobernación del Atlántico y el Distrito de Barranquilla, con el fin de lograr que durante la vigencia de 2006 se continúe prestando el servicio público educativo a través del Distrito de Barranquilla, conforme lo establece el artículo 9° de la Ley 715 de 2001.

Según se observa del texto del Acuerdo demandado, la Universidad del Atlántico se comprometió a atender todas las situaciones administrativas laborales del conjunto de servidores públicos que estuvieron adscritos a la estructura de personal, hasta el momento de la supresión, es decir , hasta el 31 de diciembre de 2005, para lo cual, procedería a establecer la situación jurídica de cado uno de los afectados con la supresión ordenada, así como liquidar y pagar la totalidad de las prestaciones adeudadas, teniendo en cuenta su vinculación legal y reglamentaria, contando para el efecto con la respectiva apropiación presupuestal. 

4.  Análisis de los cargos

4.1. De la  “Expedición Irregular” y  “Violación al Debido Proceso”,
El artículo 84 del CCA., establece dentro de las causales de nulidad de los actos administrativos, la expedición en forma irregular, es decir, con desconocimiento de las normas que regulan los requisitos de formación del acto administrativo, incluyendo no sólo las etapas previas a su expedición, sino también los requerimientos relativos a la materialización misma del acto, es decir, la forma que deben revestir. 

Así pues, dicho vicio se refiere al desconocimiento de los requisitos de formación y expedición de los actos administrativos, en cuanto a la apariencia del acto propiamente dicha o respecto del procedimiento legal que debe seguirse para la toma de la decisión administrativa
.

Según la parte actora, el Acuerdo No. 002 de 20 de diciembre de 2005, proferido por el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico,  por el cual se suprimió el Instituto Pestalozzi de la estructura orgánica de la Universidad, adolece del vicio de expedición irregular, por cuanto se omitió el concepto previo del Consejo Académico, previsto en el literal b) del artículo 23 del Acuerdo Superior No. 001 de 25 de febrero de 1994, o Estatuto General de la Universidad, cuyo texto es el siguiente:
“Artículo 23°. Funciones del Consejo Académico: Corresponde al Consejo Académico, en concordancia con las políticas trazadas por el Consejo Superior, las siguientes funciones:

a.  (…)

b. Emitir concepto previo sobre la creación, modificación o supresión de dependencias, facultades, unidades u organizaciones institucionales, para el desarrollo de programas académicos, investigativos y de extensión, de conformidad con las disposiciones legales

(….)”.

Estima la Sala que el cargo así expuesto no está llamado a prosperar por las siguientes razones: 

a).- La facultad conferida al Consejo Académico, consistente en emitir “concepto previo” sobre la creación, modificación o supresión de dependencias, facultades, unidades u organizaciones institucionales, debe considerarse circunscrita exclusivamente respecto de aquellas medidas que afecten el desarrollo de los programas académicos, investigativos y de extensión  de la universidad, tal y como se desprende del tenor literal de la citada disposición reglamentaria.

Lo anterior, porque siendo el Consejo Académico, la máxima autoridad académica de la Institución, resulta razonable que previamente a  tomar una decisión que afecte el desarrollo académico de la Universidad, sea dicho órgano, el que analice y conceptúe sobre la conveniencia y oportunidad de la medida, en aras de no sacrificar el objeto social del ente universitario, cual es el servicio público de la educación superior.     
Efectuada la anterior precisión, se tiene que en el presente caso, la supresión del “Instituto Pestalozzi”, de la estructura administrativa de la Universidad del Atlántico, no implicaba la afectación de programas académicos, investigativos y de extensión de la Universidad, y por ende, no resultaba procedente el “concepto previo” del Consejo Académico para la expedición del acto de supresión.
Lo anterior surge evidente luego de analizar el acervo probatorio, el cual permite establecer que el Instituto Pestalozzi es un establecimiento de educación básica y media, con objeto social autónomo e independiente del ente universitario, que si bien, funcionaba como “centro experimental” del Departamento de Pedagogía de la Universidad  para las prácticas docentes, no por ello, guardaba identidad con la misión y giro ordinario de las acciones educativas del ente universitario.
Además de lo anterior, el reglamento de las prácticas docentes de la Universidad, permitía la suscripción de convenios institucionales con otros establecimientos educativos oficiales o privados, con el fin de  garantizar el desarrollo de las prácticas profesionales, lo que, en sentir de la Sala, contraargumenta la tesis del demandante acerca de la presunta afectación del servicio a cargo del ente universitario con la medida de supresión del referido  Instituto Pestalozzi.
Así las cosas, contrario a lo afirmado por la parte actora, como la supresión del Instituto Pestalozzi no afectaba el desarrollo de programas académicos de la Universidad del Atlántico, no resultaba necesario el concepto previo del Consejo Académico, como máxima autoridad académica de la institución.
b).- En segundo lugar, porque el Estatuto General de la Universidad del Atlántico, adoptado mediante Acuerdo Superior No. 001 del 25 de febrero de 1994, atribuyó  al Consejo Superior, la competencia para definir la organización académica, administrativa y financiera de la Institución:

“Artículo 18°. Funciones: Son funciones del Consejo Superior de la Universidad del Atlántico las siguientes:

a. (…)

b. …

c. Definir la organización académica, administrativa y financiera de la Institución.

(…)

   q.   Crear, fusionar o suprimir las dependencias académicas o administrativas de la  

         Universidad de acuerdo con las disposiciones vigentes.
        (…)”

Pues bien, la disposición en cita no sometió el ejercicio de dicha atribución del Consejo Superior a la realización de un procedimiento, trámite o requerimiento previo, a instancias del Consejo Académico, con lo cual se desvirtúa la existencia del vicio de expedición irregular invocado por la parte actora.    
Evidentemente, el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico tenía competencia para definir la organización administrativa de la institución, en aras de lograr los objetivos propuestos dentro del plan de saneamiento de pasivos de que trata la Ley 550 de 1999, sin que para tal efecto, requiriera  la exigencia del concepto previo por parte del Consejo Académico, como lo pretende la demanda, pues, se reitera, se trataba de una atribución reglamentariamente conferida al Consejo Superior, respecto a la cual no se estableció un procedimiento o trámite previo que estableciera ritos o formalidades específicas. Aunado a ello,  en el caso concreto, la supresión del “Instituto Pestalozzi”  no implicaba la afectación del desarrollo de programas académicos, investigativos y de extensión de la Universidad, que hicieran necesario el concepto previo de la máxima autoridad académica de la institución.

4.2. De la “Falsa Motivación por error en la constatación de los hechos”
La parte actora considera que no son ciertos los hechos que motivaron la decisión de suprimir al Instituto Pestalozzi, toda vez que no existe prueba que acredite que éste sea la causa de la crisis financiera por la que atraviesa la Universidad; manifiesta igualmente que no se cuantifican los costos que representa el pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones con ocasión de la decisión de suprimir dicha dependencia, ni la cifra que se ahorraría con la supresión y que con la supresión ordenada no se conjura la crisis financiera, toda vez que la Universidad, al mismo tiempo contrató 352 docentes catedráticos para sus facultades de Educación, Bellas Artes, Ciencias Básicas, Química y Farmacia, Ingenierías, Nutrición y Dietética, Ciencias Económicas, Ciencias Humanas y Ciencias Jurídicas, por valor de $ 932’662.955, cuando la austeridad aconseja que esa necesidad del servicio ha debido satisfacerse con la reubicación de los docentes del Pestalozzi, conforme lo ordena el artículo 5° del Acuerdo 01 de 2005 demandado.

Continúa sosteniendo que las consideraciones 9, 17 y 21 del mencionado Acuerdo reflejan un error  en la constatación de los hechos relacionados con la naturaleza académica del Instituto Pestalozzi,  así mismo que vulneran el artículo 10 del Decreto 2566 de 10 de septiembre de 2003, por cuanto el programa de Licenciatura de Ciencias de la Educación debe garantizar a los estudiantes y profesores, condiciones que favorezcan un acceso permanente a la formación, experimentación y práctica profesional necesarias para adelantar procesos de investigación, docencia y proyección social, para lo cual deben disponer, de “condiciones logísticas e institucionales suficientes para el desarrollo de las prácticas profesionales, en los casos en los que se requiera”. Finalmente sobre la situación del personal vinculado a la institución, manifiesta que dada la condición de docentes oficiales, el vínculo laboral solo se puede dar por terminado en la medida que sean excluidos del escalafón, o estén incursos en alguna de las causales de retiro del servicio contempladas en el artículo 68 del Decreto 2277 de 1979, eventos que no se configuran.

En primer lugar, debe advertir la Sala que la causal de falsa motivación se reconoce cuando la argumentación de los actos administrativos es ilegal, es decir, cuando las circunstancias de hecho y de derecho que se aducen para su emisión, traducidas en la parte motiva del acto, no tienen correspondencia con la decisión que se adopta o disfrazan los motivos reales para su expedición.

En el sub lite la decisión está motivada. En efecto, el Acuerdo Superior No. 002 de diciembre 20 de 2005,  cuya nulidad se demanda, invoca como móvil de la supresión de la dependencia “Instituto Pestalozzi”, la ejecución del Plan  de Saneamiento de la Universidad del Atlántico, así, la supresión de dicha Unidad de Apoyo del Departamento de Pedagogía, constituye una de las propuestas para sanear la Universidad y disminuir su crisis financiera, aprobada por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Lo anterior, teniendo en cuenta que dada la naturaleza del Instituto Pestalozzi, como establecimiento educativo, con licencia de funcionamiento de 11 de junio de 1960, que presta el servicio educativo en los niveles de básica secundaria y media en las jornadas diurna, vespertina y nocturna  se pretende buscar su transferencia a  cargo del Distrito de Barranquilla, de conformidad con la Ley 715 de 2001 para que se continúe prestando dicho servicio educativo.

La motivación es la declaración de las circunstancias de hecho y de derecho que rodean la expedición del acto, los presupuestos o razones cuya expresión sostiene la legitimidad y oportunidad de la decisión de la Administración; constituye además, un medio de prueba de la intencionalidad administrativa y una pauta para la interpretación del acto
, por lo que cualquier anomalía que se invoque en este sentido necesariamente debe confrontarse con la expresión del mismo y con la realidad jurídica y fáctica de su expedición.

La realidad procesal en el caso de estudio, revela que el Instituto Pestalozzi fue incorporado a la Universidad del Atlántico mediante Ordenanza No. 047 de noviembre 29 de 1963 como una dependencia de la Facultad de Ciencias de la Educación, y de acuerdo con el reglamento del Departamento de Pedagogía de la Universidad, adoptado mediante Acuerdo No. 016 de 16 de diciembre de 1992, funcionaba como una Unidad de Apoyo para el ejercicio de las prácticas docentes, definiéndose como “centro experimental del Departamento de Pedagogía”.
Ahora bien, de conformidad con el Estatuto General del ente universitario, adoptado mediante Acuerdo Superior No. 001 de 25 de febrero de 1994,  se entiende por “Centro” dentro del Área Académica, la Unidad que proporciona los recursos de la universidad para proyectar servicios internos y externos (Artículo 50). Así pues, para la Sala es claro que el Instituto Pestalozzi, proporcionaba a la Universidad un apoyo para el ejercicio de las prácticas docentes, las que en todo caso, podían realizarse, en los diferentes establecimientos educativos oficiales, mediante la suscripción de los respectivos convenios institucionales para la realización de las mismas.

En el expediente no existe prueba tendiente a  desvirtuar los motivos invocados por la Universidad para suprimir la dependencia “Instituto Pestalozzi” dentro de su estructura administrativa; no se demostró que la crisis financiera del ente Universitario fuera inexistente, ni tampoco que la supresión ordenada no correspondía con el plan de saneamiento para reducir los costos de la Universidad; tampoco se demostró que la contratación de docentes hora cátedra a término definido para las diversas facultades de la Universidad desvirtuaba las medidas de austeridad invocadas. Al respecto, es preciso recordar que en virtud del principio de legalidad de la actuación administrativa, los actos de la administración se presumen ajustados a derecho, de suerte que quien pretenda la declaratoria de nulidad  de una decisión administrativa debe desvirtuar la presunción que la reviste

Así pues, en el presente caso, la inexistencia probatoria, cuya carga le correspondía a la parte actora, al tenor del artículo 177 del C.P.C., impide a la Sala corroborar la existencia del vicio de Falsa Motivación por error en la constatación de los hechos. 

Subraya la Sala que la simple “interpretación sobre los motivos del acto” que realice la parte actora en su demanda, no resulta suficiente para expulsar el acto acusado del ordenamiento jurídico, es necesario que tales afirmaciones se soporten en pruebas fehacientes dirigidas a desvirtuar los supuestos de hecho y de derecho que sustentaron la decisión y como se advierte, ello no ocurrió en el presente asunto. 
Contrario a lo afirmado por la parte actora, advierte la Sala que las razones invocadas por la Universidad para suprimir de su estructura administrativa una dependencia como “El instituto Pestalozzi”, encuentran sustento jurídico en la Ley 550 de 1999, que promueve el saneamiento de pasivos de las entidades públicas y facilita su viabilidad financiera, la Ley 715 de 2001 que regula el Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos y Municipios, y la Ley 30 de 1992, que otorga autonomía académica, administrativa, financiera y presupuestal  a los entes universitarios para organizar y modificar su estructura administrativa.    

Al respecto, se demostró que el Instituto Pestalozzi tenía la naturaleza de un establecimiento de educación básica, secundaria y media (fl. 75), que tan solo prestaba un apoyo logístico al ente Universitario, funcionando como centro experimental para el ejercicio de las prácticas docentes, las cuales, en tondo caso, podían realizarse en los diversos centros educativos del Distrito de Barranquilla, previa la celebración de los convenios institucionales respectivos. Aunado a ello,  es claro que de acuerdo con la Ley 715 de 2001, le corresponde a los entes territoriales la competencia para dirigir, administrar, planificar y prestar el servicio educativo en los niveles de Preescolar, Básica y media y proveer los recursos para financiar adecuadamente su prestación, de suerte que en sentir de la Sala, resulta razonable que la Universidad del Atlántico buscara la transferencia de dicho Instituto Pestalozzi  al Distrito de Barranquilla para continuar con la prestación del servicio educativo.
Todo lo anterior conduce a la Sala a desestimar el cargo, toda vez que  no fueron desvirtuados los motivos que sustentaron la decisión de supresión.

4.3. De la  “Violación de la Ley “

a).- Violación del artículo 38 de la Ley 996 de 2005
Se funda este cargo en que la supresión de los  empleos públicos, derivada del Acuerdo No 002 de 20 de diciembre de 2005, fue producida dentro del plazo de la restricción a la facultad nominadora  prevista en el artículo 38 de la Ley 996 de 2005 -24 noviembre de 2005 al 11 de marzo de 2006-, incurriendo en una infracción directa del estatuto de garantías electorales, violación del debido proceso, derecho de defensa, contradicción y trabajo.

La ley 996 de 2005, por medio de la cual se reglamenta la elección del Presidente de la República, y se dictan otras disposiciones, en su artículo 38,  dispuso una restricción a los nominadores en época preelectoral:

“ARTÍCULO 38. PROHIBICIONES PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS. A los empleados del Estado les está prohibido:

1. Acosar, presionar, o determinar, en cualquier forma, a subalternos para que respalden alguna causa, campaña o controversia política.

2. Difundir propaganda electoral a favor o en contra de cualquier partido, agrupación o movimiento político, a través de publicaciones, estaciones oficiales de televisión y de radio o imprenta pública, a excepción de lo autorizado en la presente ley.

3. Favorecer con promociones, bonificaciones, o ascensos indebidos, a quienes dentro de la entidad a su cargo participan en su misma causa o campaña política, sin perjuicio de los concursos que en condiciones públicas de igualdad e imparcialidad ofrezcan tales posibilidades a los servidores públicos.

4. Ofrecer algún tipo de beneficio directo, particular, inmediato e indebido para los ciudadanos o para las comunidades, mediante obras o actuaciones de la administración pública, con el objeto de influir en la intención de voto.

5. Aducir razones de “buen servicio” para despedir funcionarios de carrera.

La infracción de alguna de las anteriores prohibiciones constituye falta gravísima.

PARÁGRAFO. Los gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital, dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, no podrán celebrar convenios interadministrativos para la ejecución de recursos públicos, ni participar, promover y destinar recursos públicos de las entidades a su cargo, como tampoco de las que participen como miembros de sus juntas directivas, en o para reuniones de carácter proselitista.

Tampoco podrán inaugurar obras públicas o dar inicio a programas de carácter social en reuniones o eventos en los que participen candidatos a la Presidencia y Vicepresidencia de la República, el Congreso de la República, gobernaciones departamentales, asambleas departamentales, alcaldías y concejos municipales o distritales. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

No podrán autorizar la utilización de inmuebles o bienes muebles de carácter público para actividades proselitistas, ni para facilitar el alojamiento, ni el transporte de electores de candidatos a cargos de elección popular. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

La nómina del respectivo ente territorial o entidad no se podrá modificar dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones a cargos de elección popular, salvo que se trate de provisión de cargos por faltas definitivas, con ocasión de muerte o renuncia irrevocable del cargo correspondiente debidamente aceptada, y en los casos de aplicación de las normas de carrera administrativa.”

La disposición en cita prohíbe expresamente a sus destinatarios (gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital), hacer vinculaciones en las nóminas durante los cuatro meses anteriores a “las elecciones a cargos de elección popular”, con lo cual está ordenando a las autoridades territoriales que en los cuatro meses anteriores a las elecciones presidenciales, de Congreso de la República, de Asambleas y Concejos, Gobernadores y Alcaldes, no pueden hacer  modificaciones en  la nómina del respectivo organismo o entidad territorial, salvo las excepciones consagradas: a) la aplicación de la carrera administrativa, y b) cuando en la nómina se produzcan vacantes por “muerte o renuncia irrevocable del cargo correspondiente debidamente aceptada”, es decir, por las causales establecidas en los literales d) y m) del artículo 41 de la Ley 909 de 2004
.

La Corte Constitucional, al realizar el examen de constitucionalidad de la ley
, sostuvo:

“b. Artículo 38. Prohibiciones para los servidores públicos (…) La Sala observa que todas las limitaciones previstas en el artículo 38 están claramente encaminadas a garantizar los principios de la función administrativa previstos en el artículo 209 de la Constitución, en particular la moralidad, la imparcialidad y la eficacia en el cumplimiento de las funciones. En esa medida, en términos generales, el artículo 38 no contraría disposición alguna de la Carta, sino que la desarrolla. (…) Por último, la Sala también encuentra ajustada a la Carta la prohibición de modificar la nómina de los entes territoriales que dirijan o en los cuales participen Gobernadores, Alcaldes, Secretarios, Gerentes y directores de Entidades Descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital durante los cuatro meses anteriores a las elecciones a cargos de elección popular, pues esto garantiza que no se utilice como medio para la campaña electoral en la cual pueden llegar a participar los funcionarios públicos autorizados por la Carta para actuar en política y, por tanto, promueve la transparencia del actuar administrativo. 

Ahora bien, las excepciones a esta prohibición, consignadas en el inciso cuarto del parágrafo, respetan el equilibrio que debe existir entre la guarda de la moralidad administrativa y la eficacia de la administración, a través de la autorización de vincular en nómina (a) cuando se trate de proveer cargos por faltas definitivas  derivada de muerte o renuncia y (b) los cargos de carrera administrativa.  

En efecto, si se trata de proveer un cargo por necesidad del servicio, toda vez que quien lo desempeñaba no está en capacidad de seguirlo haciendo, es claro que la vinculación no se tratará de un cargo creado ad hoc en épocas de campaña, sino de una necesidad permanente de la administración que no puede dejar de ser satisfecha por encontrarse en periodo de campaña. De otra parte, si con la prohibición de modificación de nómina pretende evitar la vulneración de la moralidad administrativa, las vinculaciones que se presenten aplicando las normas de carrera administrativa serán admisibles por todas las garantías de transparencia y objetividad que deben rodear el régimen de carrera.

Por último, el límite de tiempo para la prohibición de modificación de nómina es razonable, pues en los cuatro meses indicados, época de campaña, es que se presentan el mayor riesgo de aprovechamiento del cargo público para fines políticos. Por tanto, el inciso cuarto del parágrafo del artículo 38 será declarado exequible”
Así las cosas, para la Sala es claro que los nominadores de las entidades territoriales y descentralizadas, están llamados a respetar la prohibición de  modificar la nómina de su respectiva entidad, dentro de los cuatro meses anteriores a la elecciones Presidenciales, de Congreso de la República, de Asambleas y Concejos, Gobernadores y Alcaldes y demás comicios electorales, restricción que de no ser acatada, acarrea en el actuar administrativo, un vicio  de nulidad por  violación de la ley, al tenor del artículo 84 del C.C.A. Todo lo dicho, sin perjuicio de que en casos absolutamente excepcionales, se pueda hacer uso de la facultad, aún en época preelectoral, para no detener la buena marcha de la administración,  evento  en el  cual habría un especial deber de motivar el acto.
En el caso concreto, de acuerdo con las pruebas allegadas al proceso, y atendiendo las consideraciones expresadas por el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico en el Acuerdo Superior No. 002 de diciembre 20 de 2005, es claro para la Sala que la supresión  de los empleos públicos adscritos a la estructura de personal de la Universidad que se encuentran incorporados a la dependencia “Instituto Pestalozzi”, obedeció a la supresión del “Instituto Pestalozzi”, de la organización administrativa de la Universidad, decisión que encuentra justificación en la aplicación de la Ley 550 de 1999 de reactivación económica y reestructuración de pasivos, con el fin de asegurar el cumplimiento de su función social, proceso que emprendió el ente demandado desde el 2 de marzo de 2005, con la autorización del Ministerio de Hacienda  y Crédito público, situación que desvirtúa de plano la existencia de  razones políticas en la decisión de supresión.
Aunado a ello, se tiene que el objeto del acto demandado es “la supresión  de una dependencia de la estructura administrativa de la Universidad del Atlántico”, competencia atribuida al máximo organismo de dirección y gobierno de la universidad como es el Consejo Superior, órgano que no se encuentra contemplado dentro de la previsión del artículo 38 de la Ley 996 de 2005 que establece prohibiciones para los servidores públicos, lo que de suyo impide la aplicación de la referida prohibición respecto de la decisión de dicho órgano colegiado. 

En sentir de la Sala, la prohibición del artículo 38 ibídem,  va dirigida a que los nominadores aallí enunciados, gobernadores, alcaldes, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas, eviten ejercer proselitismo político, a través de conductas como la “presionar a sus subalternos para que apoyen determinada causa política”, “difundir propaganda electoral en medios de comunicación oficiales”, “favorecer laboralmente a quienes dentro de su entidad participen en igual causa política”, “ofrecer beneficios a los ciudadanos para influir en su intención de voto” y “despedir funcionarios de carrera por razones de buen servicio”, con el fin de garantizar los principios de la función administrativa previstos en el artículo 209 de la Constitución, en particular la moralidad, la imparcialidad y la eficacia en el cumplimiento de las funciones. 

Por lo anterior, considera la Sala que en el presente caso, la supresión de los empleos públicos ordenada por el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico mediante Acuerdo No. 002 de 20 de diciembre de 2005, como consecuencia de la supresión del “Instituto Pestalozzi”, encuentra  justificación legal en la Ley 550 de 1999, fue debidamente motivada en el interés general, no obedeció la facultad discrecional del nominador de la entidad sino al ejercicio de la autonomía administrativa de que goza  la Universidad del Atlántico con fundamento en el artículo 69 de la Constitución Política;  razones  suficientes para considerar que no se logró desvirtuar la presunción de legalidad que dicho acto reviste. 
 

b) Violación de los artículos 3, 26, 28, 31, 60 y 68 del Decreto 2277 de 14 de septiembre de 1979”. 

Se concreta el cargo en que, de acuerdo con los artículos 3, 26, 28, 31, 60 y 68 del Decreto 2277 de 14 de septiembre de 1979, los docentes  oficiales gozan de estabilidad  laboral, y por ende, solo podrán ser retirados del servicio por las causales legalmente establecidas.

El Decreto 2277 de 1979, establece el régimen especial para regular las condiciones de ingreso, ejercicio, estabilidad, ascenso y retiro de las personas que desempeñan la profesión docente en los distintos niveles y modalidades que integran el sistema educativo nacional, con excepto del nivel superior, el cual  se rige por normas especiales. 
Las disposiciones que se citan como infringidas son las siguientes:
“Artículo 3. EDUCADORES OFICIALES. Los educadores que prestan sus servicios en entidades oficiales de orden nacional, departamental, distrital, intendencial, comisarial y municipal son empleados oficiales de régimen especial que, una vez posesionados, quedan vinculados a la administración por las normas previstas en este decreto.”
“Artículo 26. DEFINICION. La carrera docente es el régimen legal que ampara el ejercicio de la profesión docente en el sector oficial, garantiza la estabilidad de dichos educadores en el empleo, les otorga el derecho a la profesionalización, actualización y capacitación permanentes, establece el número de grados del escalafón docente y regula las condiciones de inscripción, ascenso y permanencia dentro del mismo, así como la promoción a los cargos directivos de carácter docente.”
“Artículo 28. ESTABILIDAD. El educador escalafonado al servicio oficial no podrá ser suspendido o destituido del cargo, sin antes haber sido suspendido o excluido del escalafón.

Ningún educador podrá ser aplazado, suspendido o excluido del escalafón sino por ineficiencia profesional o mala conducta comprobadas, en los términos establecidos en el capítulo V.

Constituyen excepción a esta norma general los casos contemplados en los artículos 29 y 30 del presente estatuto.”
“Artículo 31. PERMANENCIA. El educador tiene derecho a permanecer en el servicio mientras no haya sido excluido del escalafón o no haya alcanzado la edad de sesenta y cinco (65) años para su retiro forzoso.”
“Artículo 60. SERVICIO ACTIVO. El docente se encuentra en servicio activo cuando ejerce las funciones propias del cargo del cual ha tomado posesión en propiedad.

También se considera el docente en servicio activo cuando su cargo ha sido suprimido o cuando no se te haya asignado carga académica.”
“Artículo 68. RETIRO DEL SERVICIO. El retiro del servicio implica la cesación en el ejercicio de las funciones del docente y se produce por renuncia, por invalidez absoluta, por edad, por destitución o por insubsistencia del nombramiento, cuando se trate de personal sin escalafón, o del caso previsto en el artículo 7º de este decreto.
La supresión de la carga académica asignada al docente no implica su retiro del servicio ni la suspensión del pago de su remuneración, mientras se le asignen nuevas funciones.”
El cargo de violación de los artículos 3, 26, 28, 31, 60 y 68 del Decreto 2277 de 1979, será desestimado por las siguientes razones:

El artículo 4 del Acuerdo Superior No. 002 de 20 de diciembre de 2005, por medio del cual el Consejo Superior de la Universidad del Atlántico suprimió  de la organización administrativa de la Universidad, la dependencia  denominada “Instituto Pestalozzi”, estableció  que en virtud de la supresión de dicha entidad, se suprimían los cargos o empleos públicos adscritos a la estructura de personal de la Institución que se encontraban incorporados al instituto suprimido, así:

43 cargos docentes de tiempo completo
40 cargos docentes tiempo parcial
17 cargos administrativos. 

A su vez el artículo 5, determinó que la Rectoría realizaría las gestiones y actuaciones administrativas correspondientes para dar cumplimiento a las disposiciones del mencionado acuerdo, y en igualdad de condiciones valoraría las circunstancias de las personas que ocupan los cargos suprimidos, en orden a cubrir las necesidades del servicio docente en la Universidad del Atlántico, con sujeción a las normas legales, estatutarias y reglamentarias vigentes.

De lo anterior se concluye que si bien el decreto de supresión de la entidad determinó la supresión de los cargos de la planta de personal incorporados al Instituto Pestalozzi, tal supresión no implica la violación de la estabilidad laboral del personal docente, pues  de conformidad con lo dispuesto en el artículo 209 de la Constitución Política, la función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. 
En este orden de ideas, los derechos individuales de los empleados a los que se les suprime el cargo como consecuencia de la supresión del Instituto Pestalozzi deben ceder ante los intereses generales, por ello no resulta contrario a los fines de la Constitución y de la ley que, con el propósito de emprender el plan de saneamiento de la Universidad del Atlántico, se decida suprimir una dependencia  y en consecuencia su planta de personal. 

Por último, la posterior vinculación laboral de personal docente hora cátedra por tiempo definido, con el fin de  garantizar el servicio de educación superior a cargo de la Universidad del Atlántico, no desvirtúa las razones de la supresión del “Instituto Pestalozzi”  por cuanto resulta razonable comprender que en tratándose de docentes universitarios para las distintas Facultades de la Universidad, los requisitos de idoneidad y experiencia exigidos para éstos, podían no corresponder con los exigidos a los docentes del establecimiento educativo de bachillerato “Instituto Pestalozzi”, cuyos cargos fueron suprimidos, situación que resulta imposible de establecer, teniendo en cuenta que no se allegó prueba tendiente a demostrar que la prestación del servicio docente de la Universidad del Atlántico podía ser atendido por  el personal docentes del Instituto Pestalozzi, cuyos cargos fueron suprimidos.
Por las anteriores consideraciones, la Sala estima que los motivos de impugnación fundados en la falta de un análisis sobre los soportes fácticos, jurídicos y probatorios aducidos en la demanda, no conducen a revocar la sentencia de primera instancia que negó las pretensiones de la demanda, toda vez que como se dejó expuesto, los cargos de expedición irregular, falsa motivación y violación de la ley no tienen vocación de prosperidad. 
En esas condiciones, es imperioso para la Sala confirmar la sentencia de primera instancia por medio la cual el Tribunal negó las pretensiones de la demanda.

En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA
PRIMERO: CONFÍRMASE  la sentencia de 21 de octubre de 2009, por medio de la cual el Tribunal Administrativo del Atlántico, negó las pretensiones de la demanda instaurada por LA ASOCIACION SINDICAL DE DOCENTES DE LAS UNIDADES ACADEMICAS DE LA UNIVERSIDAD DEL ATLANTICO –ASDAUA-, JACKELINE MARGARITA ROSALES SOTO, Y OTROS contra la Universidad del Atlántico.

Cópiese, notifíquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen y cúmplase.

Esta providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha.

GERARDO ARENAS MONSALVE
VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA

BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ
� “Las formalidades del acto administrativo no pueden confundirse con su forma. Las formalidades son los requisitos que han de observarse para dictar el acto y pueden ser anteriores,  concomitantes o posteriores al acto; la forma es uno de dichos requisitos y se refiere al modo como se documenta la voluntad administrativa que da vida al acto. Las formalidades anteriores al acto y que en grado variable condicionan su validez, constituyen una parte principalísima del procedimiento administrativo…”. SAYAGUES LASO, Enrique; Tratado de Derecho Administrativo, T. I,, 8ª ed. Puesta al día por Daniel Hugo Martins, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 2002; pg. 458. 


� DROMI Roberto. Derecho Administrativo. Edi. Ciudad Argentina. 2004.


� Artículo 13, parágrafo, literal d) Acuerdo  016 de 16 de diciembre de 1992.





� Ley 909 de 2004, Art. 41. “Causales de retiro del servicio. El retiro del servicio de quienes estén desempeñando empleos de libre nombramiento y remoción y de carrera administrativa se produce en los siguientes casos: /…/ d) Por renuncia regularmente aceptada; /…/ m) Por muerte; /…/”


� Corte Constitucional. Sentencia C-1153 del 11 de noviembre de 2005. M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.
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